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I . 
En 1856 y 57 hubo una gran carestía de cereales. 
E l Gobierno de entonces, que presidia el Sr. Duque 
de Valencia, para atajar las consecuencias de crisis 
tan dolorosa, dio á la casa Tapia, Bayo y compañía 
la comisión de comprar en los mercados extranjeros, 
y trasportar á los puertos de la Penínsu la , las mayo-
res cantidades de granos y harinas que pudiese 
obtener en aquellos, sin alteración sensible de los 
precios corrientes antes de emprenderse la operación. 
La Real orden que con fecha 23 de Octubre se pasó 
á la Dirección general del Tesoro, mandó que se 
facilitasen á dicha casa dos cartas de crédito , la una 
de un millón trescientos m i l francos sobre P a r í s , y 
la otra de veinticuatro m i l libras esterlinas sobre 
Londres. E l objeto no era otro sino evitar la publ i -
cidad, para que, con gran ventaja del país y eco-
nomía del Tesoro , pudiesen hacerse las primeras 
compras sin aparato y estrépito que acrecentase 
dentro del país la alarma de las escaseces reales, su-
poniéndolas el temor mayores , y en el mercado 
extranjero no aumentasen por igua l razón los pre-
cios : de manera que al hacerse pública ta l novedad, 
el anuncio de los cargamentos arribados á puerto 
quitase el pretexto á las alzas ficticias y á los vanos 
temores. 
Refrendado dicho Real decreto y la Instrucción 
que tiene la misma fecha, formada por la Dirección 
general de Contabilidad, obedeciendo al propósito 
que acaba de indicarse, no fué publicado en la Gaceta 
de M a d r i d hasta el 21 de Noviembre siguiente, en 
que ya hablan llegado al puerto de Alicante diez 
cargamentos en otros tantos buques. La Razón Social 
obraba, desde 23 de Octubre, en v i r tud de comuni-
caciones verbales del señor Ministro de Hacienda, 
hasta que con fecha 3 de Noviembre se delerminó 
la extensión y límites del mandato que le había 
conferido el Gobierno. Importa ver ín tegro seme-
jante documento para formar cabal concepto del 
asunto. Conviene fijar la atención en que la casa 
mandataria sólo debia comprar en el extranjero y 
traer á la Pen ínsu la , pero no vender , como otros 
tuvieron comisión de hacerlo. Pero la de compra 
comprendía tres partes, dando cada una de ellas 
origen á una serie de contratos relacionados entre 
sí para producir el resultado total que con semejante 
mandato se propuso el Gobierno ; contratos y ope-
raciones que no por estar conexionados dejan de ser 
independientes para apreciarlos en sus efectos é i m -
poner la responsabilidad de éstos á distintas personas, 
según la diversidad de los casos y circunstancias. 
Las tres partes del mandato eran : 
1. a Comprar granos en el extranjero. 
2. a Verificar su trasporte á la Península . 
3. a Consignar buques y cargamentos á los cor-
responsales de Tapia, Bayo y compañía en los refe-
ridos puertos de la Península (Alicante, Málaga, 
Cádiz, Sevilla y Santander) , á menos que el OoMerno 
no le prevenga otra cosa. 
Cumplió la razón social Tapia, Bayo y compañía 
la comisión, siendo de advertir que en ella sólo tenía 
un premio que el Gobierno fijó posteriormente (en 
Real orden de 14 de A b r i l de 1857), puesto que no 
era una comisión en que se hubiesen propuesto lu-
crar n i el comitente, n i el comisionista, sino que 
tenía un objeto más alto, cual era remediar una 
necesidad perentoria de las clases menesterosas y 
evitar un daño que, si representaba una falta de la 
vigésima ó décima parte de la cosecha , los precios 
al impulso del miedo triplicaban ó cuadruplicaban. 
Verificóse, por tanto, la operación, dando cuenta 
diaria al Excmo. Sr. Ministro de Hacienda por 
cartas á estilo de comercio, que existen originales en 
el expediente, y al Director general de Contabilidad, 
sin perjuicio de conferenciar y recibir verbalmente 
instrucciones que de las mismas cartas resultan, 
para d i r ig i r los cargamentos donde más apremiaba 
la necesidad, como lo comprueba la remisión á 
Oporto y Lisboa (donde no tenía consignatarios y se 
le previno lo fuesen los Cónsules), á fin de que por 
el Duero y Tajo pudiesen llegar prontos auxilios á 
las provincias de Extremadura y Salamanca. 
No se limitó la casa mandataria á las órdenes que 
se le prescribían, sino que por sí misma adoptó todos 
los medios que su desinteresado celo le sugería para 
sacar el mayor partido posible de la suma asignada 
á la adquisición de cereales. Con este fin, en todas 
las compras consiguió un abono en el peso ó volu-
men de los granos que hiciese exacto el rendimiento, 
y u n abono de 1 á 2 por 100 de descuento en el 
precio. Indicó también al Gobierno que, atendido el 
valor probable de la totalidad de las comisiones que 
habr ía que pagar á los corresponsales de la casa 
mandataria en cada puerto, por la consignación de 
los cargamentos, vista la suma satisfecha de los 
primeros que fueron remitidos, podia ahorrarse el 
valor de dicha consignación si el Gobierno la con-
fiaba á sus delegados los Gobernadores civiles en el 
territorio español, ó á sus Cónsules en el extranjero. 
Este prudentísimo consejo, que permit ía aplicar ma-
yor cantidad á la compra de trigo en toda la suma 
que hubiesen costado dichas comisiones, es desgra-
ciadamente la base, el origen, la causa única de la 
suma reclamada por el Tribunal de Cuentas á la casa 
mandataria. 
E l fallo pronunciado por el Tribunal de Cuentas 
del Reino en 11 de Febrero de 1867, que vió la luz 
pública en la Gaceta del 15 siguiente, condenó á la 
razón social Tapia, Bayo y compañía á reintegrar 
al Tesoro público 2.994.676 reales 14 céntimos. 
Contra el fallo del Tribunal de Cnentas^ y según 
consulta de m u y entendidos letrados, se interpuso 
recurso de Casación para ante el Consejo de Estado. 
11. 
Él Excmo. Sr. D. Manuel Alonso Martínez fué el 
abogado defensor de la casa Tapia ? Bayo y compa-
ñía , que sostuvo el recurso de casación ante el Con-
sejo de Estado, mostrándose á la altura de su "brillante 
reputación como orador político y forense; y este dis-
curso que vamos á extractar, y el triunfo que le ha 
coronado, bastar ían para darle un lugar distinguido, 
si ya no lo tuviese conquistado, entre los primeros 
abogados de España y á u n de Europa. 
Empezó el elocuente defensor con u n exordio que, 
temerosos de desflorar, omitimos por completo. En 
él pintó á grandes y tiernos rasgos, y con vivísimos 
colores, el conflicto en que el fallo del Tribunal de 
Cuentas había puesto el honor y la fortuna de una 
de nuestras más antiguas y respetables casas de co-
mercio; y tales cosas dijo con este motivo, y de tal 
manera las dijo, que hizo brotar lágr imas de no po-
cos de los concurrentes. 
Hizo en seguida notar, como principio de su dis-
curso, que no se acusaba á la casa Tapia, Bayo y 
compañía de haber comprado trigos de mala calidad 
y á precios más altos que los comentes, n i de cosa 
alguna que pudiera lastimar en lo más mín imo su 
crédito mercantil. Antes al contrario, estaba pro-
bado hasta la evidencia que los trigos eran excelen-
tes, que hubiera podido ganar la casa de una á otra 
mano sumas considerables, 50.000,100.OOOy 150.000 
francos en un solo cargamento, si hubiera hecho la 
negociación por sí en vez de acudir, como acudió, á 
poner el negocio en manos del Gobierno, por si. que-
ría realizar esta ganancia. Añadió t ambién , que hu-
biera podido adquirir para sí el 1 por 100 de comi-
sión que la casa Bascal Filis de Marsella le ofrecía, 
y que con sorpresa de ésta propuso que esa reduc-
ción se hiciera en favor del Estado. A la casa Tapia, 
Bayo y compañía se la hacia ún icamente responsa-
ble de los accidentes de mar y de la falta de pago 
del seguro, olvidando lo que establece el derecho 
mar í t imo, y dando lugar con tal olvido á que una 
cuestión en sí muy sencilla se hubiera complicado 
con cierta preocupación de pasión política que hab ía 
creado en derredor de este negocio una atmósfera 
muy densa, siendo la casa Tapia Bayo víct ima de la 
maledicencia, hasta tal punto, que el Consejo de 
Estado, por favorable que fuera su fallo, no podía 
reparar los perjuicios que se habían seguido á la casa 
comisionista, á la cual la simple publicación del fallo 
del Tribunal de Cuentas había producido el resul-
tado de que en solos quince días retiraran sus cor-
responsales 12 millones de reales. 
En semejante situación, creía el Sr. Alonso Mar-
tínez que era un deber de honor y de conciencia 
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prestar á la casa Tapia Bayo el auxilio de su noble 
profesión para convencer á los jueces de la justicia 
que asiste á esta casa, y suplicarles que, sobrepo-
niéndose á la pasión política, fallen con arreglo á 
esa justicia, de la cual dice el Rey Sabio en una de 
las leyes de Partida, «que tuelle e c o n t r á s t a l a cosas 
malas y desaguisadas que los ornes fazen, y desta 
manera mantiene al mundo faciendo v iv i r á cada 
uno en paz e dando á cada cual lo suyo.» 
Entrando en la cuestión, la planteó de esta ma-
nera: 
¿Es responsable la casa de Tapia, Bayo y compa-
ñ ía de las mermas y averías , de la franquicia de 
15 por 100 estipulada por los aseguradores, y de la 
falta de reintegro al Tesoro del importe de los segu-
ros? E l Tribunal de Cuentas sostiene en su fallo que 
s í ; la casa representante sostiene á su vez, que está 
exenta de responsabilidad por estas cosas. 
Para resolver esta cuestión no hay otro criterio que 
el contrato y la ley. En el preámbulo de la Real 
orden de 3 de Noviembre de 1856, se determina la 
extensión y l ímite del mandato. La comisión confe-
rida á la casa fué la de comprar en los mercados 
extranjeros y trasportar á los puertos de la P e n í n -
sula las mayores cantidades de grano y harina que 
pudiera obtener, todo por cuenta del Gobierno; de 
ta l modo, que según la condición sexta, las comi-
siones de los corresponsales, como encargados de la 
casa, y los corretajes, los envases, fletes, almacena-
jes, estadías, carga, descarga, gasto de viajes, que-
branto de giros directos é indirectos, y todos los 
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demás gastos que se originaran en el desempeño del 
encargo, serian de cuenta del Gobierno. Asi es que 
se estipuló en las condiciones segunda y cuarta, que 
la casa daría conocimiento al Ministerio de todas 
las adquisiciones, á medida que las fuera liaciendo, 
y de la salida y arribo de los buques; y de tal suerte 
se comprende que el negocio por su naturaleza era, 
y no podia ménos de ser, una comisión mercantil 
por cuenta del comitente, que áun para producir las 
cuentas, no obstante que la Hacienda pública tiene 
consagradas reglas de contabilidad invariables y u n 
sistema propio y tradicional, al que no falta nunca, 
se estipuló que la casa las rendir ía á estilo de co-
mercio. Hasta la misma condición cuarta, invocada 
en daño de la casa, prueba que, si bien la comisión 
mercantil que á ésta se confirió, fué la de comprar 
y trasportar á los puertos trigos por cuenta del comi-
tente, no era de esencia en esta comisión entregar 
los cargamentos en tierra, puesto que nombraba los 
consignatarios el Gobierno. Designó éste por de 
pronto á los corresponsales de la casa por su propia 
conveniencia, reservándose nombrar otros consigna-
tarios, si le parecía mejor. Usando de esta facultad 
que se reservó el Gobierno, expidió la Real órden de 
21 de Noviembre, mandando á los Gobernadores: 
primero, que se hicieran cargo de los granos que 
llegaran al puerto, ántes de la descarga; y segundo, 
que pagasen desde luego el flete, la descarga, el 
almacenaje y los sacos en que los trigos vinieran 
envasados. Usando de la propia facultad, expidió la 
Real órden de 6 de Enero de 1857, en que se pre-
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viene á la casa que el tr igo comprado en Londres lo 
consignase á los Cónsules de Lisboa y Oporto, y la 
Real orden de 30 de Enero, en la que se ordena: que 
siempre que los cargamentos se consignaran á los 
Q-ohernadores, se les remitieran las pólizas de seguros 
juntamente con los conocimientos. Por úl t imo, para 
demostrar que el contrato es una comisión mercan-
t i l por cuenta del comitente, basta saber que el pre-
, mió es ún icamente de 2 % por 100 sobre el importe 
de las compras. Esta sola circunstancia aleja la po-
sibilidad de que pudiera caber á la casa comisionista 
la responsabilidad de n i n g ú n género de riesgo. 
Cuando por los préstamos que se hacen al Tesoro 
sobre buenas ga ran t í a s , se paga una comisión de 4 
y á u n de 6 por 100, sería absurdo suponer que la 
casa Tapia Bayo, por una modesta comisión de 2 '/„, 
bacia suyos todos los riesgos y accidentes de la 
operación. 
Después de analizadas de este modo las cláusulas 
del contrato, el Sr. Alonso Martínez adujo que así el 
Gobierno en la Real órden de 26 de Mayo de 1858, 
como el Consejo de Estado en el decreto-sentencia 
de 1860, como el Tribunal de Cuentas en su fallo, 
califican el contrato diciendo que es una comisión 
mercantil por cuenta del comitente. Ahora bien; si 
esto es así y no hay en el contrato una sola cláusula 
que derogue, modifique ó altere lo dispuesto en la 
sección 2.a del tí tulo m del Código de Comercio, 
evidente es que el Gobierno no puede sustraerse al 
precepto claro y terminante del artículo 197 del 
mismo, que declara exento de toda responsabilidad 
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al comisionista en los accidentes de toda especie que 
sobrevengan en la operación. 
E l Sr. Alonso Martínez manifestó que para el éxito 
del negocio ante el Consejo bastaba con esto, pero 
que quería descender al exámen de cada una de las 
responsabilidades que á la casa imponía el fallo del 
Tribunal de Cuentas, y con este propósito pregun-
taba: ¿es responsable la casa Tapia Bayo de las mer-
mas y averías? E l Tribunal de Cuentas habla de ellos 
separadamente, como si fueran dos cosas distintas; y 
al ocuparse de las mermas establece la singular doc-
tr ina de que el Estado debe de aprovecharse de las 
creces, mientras que la responsabilidad de las mer-
mas debe recaer sobre el comisionista, olvidando los 
principios más triviales de la equidad, y l a m á x i m a 
tradicional y eterna de res pe r i t domino. En el co-
mercio mar í t imo las mermas son aver ías , si bien no 
se consideran tales aquellas cuyo valor no excede 
del 1 por 100 del valor común de la nave y del car-
gamento, siendo esta la primera y más notable i n -
fracción de las que contiene la sentencia. Supo-
niendo , sin embargo, que se hubiera examinado el 
importe de los daños en cada cargamento para saber 
si excedía del 1 por 100, y que realmente existiera 
este exceso, todavía en esta hipótesis es evidente la 
irresponsabilidad de la casa comisionista. Es ave-
ría todo daño que sufre el cargamento ó la nave; las 
averías pueden proceder, ó de vicio propio de la 
cosa, ó del simple trascurso del tiempo, ó de faltas 
cometidas por el capitán y los marineros, ó de acci-
dentes del mar. Si la avería procede del vicio propio 
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de la cosa, ex vitio re í intr ínseca ejus natura , la 
pérdida la sufre el propietario de la cosa averiada, 
porque la fortuna, como la desgracia, pertenecen á 
quien la tiene : res pe r i t domino. Si las averías pro-
ceden de faltas de los capitanes ó de la t r ipulación, 
la responsabilidad es del mismo cap i tán , que res-
ponde, no sólo de sus propios heclios, sino también 
de los de los marineros, por el antiguo principio de 
que la mercanda queda afecta a l lüque y el duque 
á la mercancía , á no ser que se haya contratado el 
seguro, y el asegurador responda de la ba ra t e r í a del 
p a t r ó n , en cuyo caso el propietario debe ser reinte-
grado por el asegurador. Por ú l t imo , si la avería 
procede de accidentes del mar, no se concibe t a m -
poco cómo ha de hacerse responsable de ellos al co-
misionista, en cuyas manos no está el poder de 
impedir las tempestades. 
Con arreglo á esas teorías consignadas por los ar-
tículos 934, 965 y otros del Código de Comercio, 
demostró el Sr. Alonso Martínez la completa irres-
ponsabilidad de la casa Tapia Bayo; y para que se 
comprendiera mejor lo irritante del fallo del T r i b u -
nal de Cuentas en este punto, ci tó, entre otras ave-
r ías , las del vapor Osían y del be rgan t í n Coríolano, 
Llegó el primero á Lisboa, procedente de H u l l , con 
8.500 fanegas de t r igo; el capitán del buque en-
t regó aquél en buen estado al Cónsul , nombrado de 
Real órden consignatario del cargamento: después 
de hecha la entrega por el capitán y descargadas 
las fanegas del Osian, se averiaron 1.038 á conse-
cuencia de haberse mojado unas y sumergido com-
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pletamente otras en las mismas barcas ó gabarras 
que hicieron la descarga, por causa del mucho tem-
poral que hubo en el Tajo. 
E l Cónsul, después de oir á l a Junta de Sanidad, 
resolvió arrojarlas al mar, y el Tribunal de Cuentas 
hace responsable al comisionista de las 1.038 fane-
gas averiadas, después de terminado el trasporte y 
cuando hablan sido legalmente recibidas por el re-
presentante del Gobierno español , á quien éste de 
^^^^ 
Real orden habia nombrado consignatario. ^ C u 
Salió el be rgan t ín Coriolano de Marsella á fineaj' 
de Diciembre de 1856; seis meses más tarde no há-i ^OGUírie^ aoién 
bia arribado aún al puerto de su destino, que e f e y Blblloteoa ^ f 
Sevilla, y tratando de averiguar su paradero, se 
supo al fin que habia naufragado en las costas de 
Almería. Pues bien, el fallo del Tribunal de Cuen-
tas hace responsable á la casa Tapia Bayo de la p é r -
dida, y con este motivo preguntaba el Sr. Alonso 
Martínez con ene rg í a : ¿de qué se acusa aquí al co-
misionista? i De que no tiene el poder del cielo para 
aplacar los vientos y dominar las olas! Como estos 
casos citó el orador otros varios de no ménos fuerza, 
y para terminar esta parte de su informe, recordó 
que son reglas de interpretación de todos los contra-
tos, con arreglo al artículo 249 del Código de Co-
mercio, los hechos subsiguientes de las partes con-
tratantes , y que la Dirección, la Asesoría y el 
Ministro, pero principalmente la Asesoría, á cuyo 
frente habia á la sazón un insigne jurisconsulto, 
hoy consejero de Estado, hablan reconocido una y 
c4en veces que el propietario ó comitente, y no el 
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comisionista, es quien debe soportar las averías sim-
ples y contribnir á las gruesas. 
Por ú l t i m o , el Fiscal de S. M . , en su d ic támen, 
confiesa que las averías son una data leg í t ima para 
la casa de Bayo; pero queda, al decir suyo, la res-
ponsabilidad, por no haber hecho efectivo su r e i n -
tegro de los aseguradores, el cual representa igual 
suma. 
E l Sr. Alonso Martínez demostró que esta afirma-
ción no era exacta, puesto que áun siendo responsable 
la casa por este motivo, nunca pagar ía más que lo 
que hubieran debido pagar los aseguradores, y éstos 
n i respondían de las averías por vicio propio de 
la cosa, n i tampoco de las que no fueran superiores 
al 15 por 100. Pero el Sr. Alonso Mart ínez , no con-
tento con esto, afirmó que no era imputable á la casa 
comisionista la falta de pago del seguro y el no ha-
ber hecho efectiva en su caso la responsabilidad de 
los capitanes. Para demostrarlo hizo el siguiente ra-
ciocinio : « Para hacer efectiva la responsabilidad del 
capitán y de.los aseguradores, se necesita, con arre-
glo al Código de Comercio: 
1. ° Personalidad para demandarles. 
2. ° Tener acción contra ellos. 
3. ° Haber hecho la protesta sobre el daño del 
cargamento dentro de las primeras veinticuatro ho-
ras de la entrega. 
4. ° Formalizar la demanda dentro de los dos 
meses siguientes á la protesta. 
Y 5.° Tener el qué va á demandar en su mano 
el conocimiento, y sobre todo la pól iza del seguro y 
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el expediente de avería , que son los documentos jus-
tificativos de la demanda. 
Pues bien, la casa Tapia, Bayo y compañ ía , n i 
tenía personalidad, n i tenía acción, n i pudo hacer 
la protesta de aver ía , n i tenía en su mano el cono-
cimiento, n i la póliza del seguro , n i nada. De modo, 
que en rigor se le exige la responsabilidad porque 
no ha hecho lo que era imposible que hiciera, á u n 
teniendo voltintad. ¿Quién debe hacer la protesta 
de avería? E l Fiscal mismo lo dice. Sólo el que recibe 
legalmente el cargamento, ó sea el consignatario. 
¿Quién era el consignatar io?» 
Este pasaje del discurso del Sr. Alonso Martínez 
fué á nuestro juicio uno de los más brillantes, y en 
él demostró que la confusión que se habia producido 
en este negocio nacia principalmente de haber hecho 
cuestionable un punto que no lo es, n i lo ha sido, n i 
puede serlo en el porvenir , según el derecho comer-
cial mar í t imo. Precisamente este derecho es invar ia -
ble como las necesidades de la mar á que atiende. Por 
esto, excitado el Emperador Antonino á que resolviera 
en cierto sentido una cuestión de derecho mar í t imo, 
dio aquella célebre respuesta: Dominis sum t e r r é , 
lex autem maris; y cuenta, que al declararse sin rebo-
zo señor de la tierra este Emperador, y confesar que 
del mar sólo la ley es la señora, se referia, no á la 
ley de Roma, sino á la de Rodas. Pues bien, siendo 
igual el derecho mar í t imo en todos los tiempos y en 
todos los pueblos, si se desenterraran de los archivos 
todos los procesos que ha habido sobre derecho ma-
rí t imo , es seguro que no se encontrar ía ninguno en 
que se haya discutido quién es el consignatario de 
un cargamento. E l consignatorio de un cargamento 
es la persona á cuyo favor está expedido el conoci-
miento. Por eso en el conocimiento no se puede omitir 
hacer mención del consignatario, so pena de nulidad. 
Llega un buque de la rguís ima distancia á un puerto 
español, se le presenta al capi tán un personaje des-
conocido , y le pide determinado cargamento. E l 
capitán le pregunta naturalmente quién es y con 
qué t í tulo le hace esta pet ic ión, y el consignatario 
le contesta exhibiéndole su firma, ó sea el conoci-
miento autorizado por el cap i tán ; de manera, que 
no hay aquí más que el canje del cargamento por el 
conocimiento. Y hasta ta l punto no es cuestionable 
que el consignatario es, y no puede ménos de ser, 
el poseedor legí t imo del conocimiento, que según 
las doctrinas umversalmente admitidas por la j u r i s -
prudencia náut ica y expresamente consignadas en 
los códigos de comercio de todos los pueblos, los ca-
pitanes de los buques no pueden entregar los carga-
mentos n i aun a l mismo cargador, á ménos que éste 
no acredite que tiene todavía en su poder todos los 
ejemplares de conocimiento firmados por el capi tán. 
De suerte que si Bayo mismo hubiera pedido á los 
capitanes en los puertos españoles la entrega de los 
granos cargados por él en Londres ó Marsella, los 
capitanes de n i n g ú n modo se los hubieran entregado. 
¿Cómo, pues, se quiere que Bayo hiciera la protesta 
de avería al tiempo de recibir el cargamento? Esta 
protesta sólo podían hacerla los Gobernadores consig-
natarios. Se han confundido aquí dos-cosas diferen-
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tes: una, quiénes eran los consignatarios, lo cual no 
ha podido ser dudoso; y otra, si Bayo excedió ó no 
los l ímites de su mandato consignando los carga-
mentos á los Gobernadores en vez de consignarlos 
á sus corresponsales. 
Que no excedió su mandato, lo demuestra la Real 
orden de 21 de Noviembre de 1856, y las de 6 y 30 
de Enero de 1857; esto sin contar con que el comi-
tente tiene facultad en cualquier estado del negocio 
de reformar ó modificar los términos de la comisión; 
que es regla de dereclio, que quien lut por dueña la 
cosa que es fecha en su nombre, vale tanto como si él 
la hubiese mandado facer de p r imero , y que el que 
sabe una cosa y la permite pudiendo impedirla , es 
visto que la aprueba. Siendo además doctrina u n i -
versal, la de que la ratificación del comitente vale 
lo mismo cuando es tácita que cuando QS expresa ¿ y 
que se reputa otorgado el consentimiento del comi-
tente , siempre que el comisionista le lia dado cono-
cimiento del contrato y él guarda silencio. Lit ter is 
qui recipit conjuntionis favor e presumitur probare ea 
omnia qum i n litteris comprensa sunt¿ nisi continuo 
seu ilico contradicat. 
La aprobación y ratificación del Gobierno respecto 
á la consignación de los cargamentos á los Gober-
nadores , resulta claramente : 1.° d é l a aceptación de 
los conocimientos por parte de los Gobernadores con 
asentimiento del Minis t ro; 2.° del silencio del Go-
bierno sobre este punto, no obstante que el comisio-
nista le dió cuenta diaria, fiel y detallada de sus 
actos enviándole un ejemplar del conocimiento; y 
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3." de mul t i tud de actos en que, así el negociado co-
mo la Dirección, como la Asoréría y los Tribunales de 
comercio, en los expedientes de aver ía , han recono-
cido y declarado expresamente que los Gobernadores 
ten ían la calidad de consignatarios. No hay, por con-
siguiente, responsabilidad parala casa comisionista. 
No es por consiguiente imputable al comisionista 
la falta de pago del seguro, toda vez que no habia 
términos hábiles para que hiciera la protesta de 
avería al tiempo de recibir los cargamentos: supon-
gamos por un momento que los Gobernadores, ú n i -
cos que podían hacer esto, hubieran llenado t a l for-
malidad; todavía entonces sería evidente que á lá 
casa de Tapia Bayo no incumbía reclamar el seguro. 
Por de pronto es doctrina umversalmente recibida, 
que cuando el seguro se contrata por el intermedio 
de un comisionista, si éste revela el nombre del co-
mitente al tiempo de firmar la póliza, los únicos que 
quedan obligados son el comitente y el asegurador, 
no naciendo por lo tanto del contrato derechos n i 
obligaciones para el comisionista. De donde resulta, 
que no creándose vínculo alguno de derecho entre 
éste y el asegurador, la casa de Tapia Bayo no tenía 
personalidad n i acción para demandar á los asegura-
dores el cumplimiento del contrato. Las pólizas de 
seguro no usaban, en efecto, la fórmula: jpour comete 
de qu i ' i l appartiendra, sino que, ó mencionaban al 
Gobierno español, declarando que el seguro se hacia 
por su cuenta, ó se referían á lo que resultaba del co-
nocimiento, lo cual equivale á la revelación del nom-
bre del comitente. 
Todavía más , añadía el Sr. Alonso Mart ínez; su-
pongamos que el seguro se hubiera contratado ocul-
tando la casa Tapia Bayo el nombre del comitente. 
A u n en esta hipótesis, ¿cuándo terminan las funcio-
nes propias del comisionista? E l Tribunal de Casación 
en Francia, por sentencia de 12 de Marzo de 1844, 
ha declarado, de acuerdo con todos los autores, que 
la acción del comisionista que contrató el seguro, 
termina a l ocurrir el siniestro, y que la demanda no 
puede incoarse sino á nombre del comitente, n i las 
justificaciones pueden ser hechas por nadie más que 
por éste; y que sí el comisionista que suscribe la pó-
liza recibe del asegurador el importe del seguro, 
obra, no como comision ista¿ n i en su nombre propio, 
sino como simple mandatario, en vi r tud de mandato 
especial y en nombre del asegurador. 
Es decir, que es doctrina umversalmente recibida 
la de que el comisionista no puede obrar en su nom-
bre y bajo esta calidad , más que para contratar el 
seguro, y de n i n g ú n modo para reclamar los bene-
ficios resultantes del mismo, ó sea para deducir con-
tra los aseguradores las acciones procedentes de ave-
ría . E l Sr. Alonso Mart ínez , al citar este fallo de 
casación y otros muchos textos de la nación vecina, 
dijo que lo hacia por dos razones: la primera, por-
que la jurisprudencia náut ica es igual en todos los 
pueblos de Europa; y la segunda, porque aquí se 
había olvidado que los seguros estaban contratados 
en Francia y las pólizas extendidas en francés; que 
no h a b í a , n i podía haber en esas pólizas, la sumi-
sión de las Sociedades de seguros domiciliadas en 
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Marsella á las leyes españolas, y por consiguiente, 
que las demandas habr ían tenido que entablarse en 
Francia y ser juzgadas por los tribunales franceses, 
que no habr ían ciertamente de hacer una abdica-
ción, juzgando por leyes que no fueran las de su 
país . 
Por ú l t imo, el Sr. Alonso Martínez dijo que, aun 
prescindiendo de todo lo que acababa de exponer, 
todavía habr ía sido imposible que la casa Tapia Bayo 
hiciera las reclamaciones contra los aseguradores, 
por no tener en su mano los documentos en que ha-
bía de fundarlas. Recordó, con ta l motivo, que con 
arreglo á todos los códigos de comercio, así las pó l i -
zas de seguro como los conocimientos , son efectos 
negociaUes, que se trasmiten^or endoso, y lo que es 
m á s , que pueden extenderse como tí tulos a l po r t a -
dor. Por consiguiente, que no hay posibilidad de 
que ejercite ninguna acción procedente del conoci-
miento y la póliza de seguros, ninguno que no sea 
legitimo portador; y la casa Tapia Bayo no lo era 
n i podía serlo, puesto que se le había mandado de 
Real órden que remitiera á los Gobernadores consig-
natarios, juntamente con los conocimientos, pól i -
zas de seguros, las cuales eran a l portador. 
De. todas estas consideraciones dedujo el orador, 
que la casa Tapia Bayo no habr ía sido oída por n in-
g ú n t r ibunal , n i francés n i español , por falta de 
personalidad, por. falta de acción, y por la imposibi-
lidad en que se hallaba de presentar con la demanda 
sus títulos justificativos. No d ió , sin embargo, por 
terminado este punto, sin demostrar antes con la 
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lectura de los textos que la Dirección de Contabil i-
dad , la Asesoría y el Gobierno habian reconocido 
reiteradas veces, que, no á l a casa Tapia Bayo, sino 
cá las oficinas, incumbía practicar las gestiones con-
venientes para que las Compañías de segaros r e in -
tegraran al Tesoro, con arreglo á las pólizas, el i m -
porte de las aver ías , y recordó á este propósito que 
el Gobernador de Cádiz , que por su especial i n t e l i -
gencia en esta materia, hizo puntualmente la pro-
testa de averías al recibir los cargamentos, y prac-
ticó todas las demás diligencias que le correspondían 
como consignatario, evitando así que se perjudicara 
n i en un céntimo al Estado, celebró dos transaccio-
nes distintas con las Compañías de seguros m a r í t i -
mos respecto de las averías de los buques Rohert y 
Antoine, sin el concurso n i conocimiento de la casa 
comisionista. 
Recordó t ambién que la doctrina sustentada por 
la Asesoría en todos sus dictámenes fué la de que no 
había responsabilidad para la casa Tapia Bayo, si 
había remesado la póliza juntamente con el cono-
cimiento. La responsabilidad era de los encargados 
de recibir el t r igo, si teniendo en su mano la póliza 
de seguro, no cumplieron lo que en ella se hab ía 
estipulado. 
Pasando ya á otro punto, dijo el Sr. Alonso Mar -
t ínez que en el afán de inventar responsabilidades 
para la casa Tapia Bayo, se le imputaba t amb ién en 
el fallo del Tribunal 'de Cuentas, la franquicia del 
15 por 100 estipulada en el seguro, y con este mo-
tivo exclamó: « si se quería que la casa Tapia Bayo, 
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por complacer á la Administración española, creara 
nuevas Compañías de seguros que hicieran los con-
tratos en condiciones distintas de como se hacen en 
Marsella y en todas las plazas mercant i les .» M a n i -
festó á este mismo propósito, que el seguro es una 
combinación reducida á un cálculo de probabilida-
des, que se funda en la estadística de los siniestros 
ocurridos en un espacio de tiempo determinado, y 
en la presunción de que en el porvenir, en igual 
espacio de tiempo , ha de ser próximamente igual el 
número de siniestros. Que con presencia de estos 
cálculos y datos se fija la pr ima; pero como para 
algunas mercancías fáciles de averiarse, la prima 
habr ía de ser tan alta, que no habr ía quien contratase 
el seguro; de aquí la necesidad de combinar la prima 
con una determinada franquicia. Por esto, desde que 
el genio de la civilización moderna inventó la ins -
ti tución de los seguros, se ha establecido una escala 
variable en todas las plazas m a r í t i m a s , según la 
naturaleza de las mercancías y su mayor ó menor 
facilidad en averiarse, demostrada por la experiencia. 
A l llegar aquí el Sr. Alonso Mart ínez , recordó que en 
todas las plazas mar í t imas corren impresas las pólizas 
de seguros, acomodándose á esas condiciones cons-
tantes todos los que contratan con las Compañías; á 
la manera que los viajeros y remitentes se acomodan 
á las condiciones y las tarifas de los caminos de 
hierro. Así es, a ñ a d í a , que Emerigon, D'Patti y 
otros grandes maestros de la ciencia del derecho m a -
r í t imo , copian en sus magníficas obras las fórmulas 
de las pólizas, de seguros en las plazas de Ancona, 
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Génova, Hamburgo, Amberes, Eouen, Marsella, 
Burdeos, Londres, etc. En todas ellas hay la s i -
guiente condición : dans le cas d'averies particuliers 
des marchandises 'la compagnie ne payera que Vex-
cedant de 15 por 100 sur.. . le Mé. 
En r e súmen : el comisionista, en cuanto no se 
halla previsto en el contrato, está obligado á con-
formarse á los usos generales del comercio, óptima 
est legum interpres consuetudo, y aunque se salga 
del mandato no incurre en responsabilidad, siguiendo 
el uso del lugar en que contrata, porque obra ex solitis 
et recipitis foro et uso. La «casa Tapia Bayo contrató 
el seguro con arreglo á la póliza impresa en el for-
mulario de todos conocido de la plaza de Marsella. 
No estaba en su mano inventar nuevas Compañías 
de seguros, n i contratar en otras condiciones; de 
manera que, ó renunciaba al seguro, ó aceptaba la 
franquicia. Y á u n en el supuesto de que hubiera en-
contrado aseguradores que hubieran contratado sin 
la franquicia, la prima hubiera sido entóneos tan 
alta, que sumado el importe de las primas de todos 
los cargamentos asegurados, el Estado hubiera su-
frido un gran quebranto. E l Sr. Alonso Martínez no 
quiso dar por concluido este punto, sin demostrar con 
los textos más elocuentes y decisivos, que la casa 
Tapia Bayo, cumpliendo la condición segunda de su 
contrato, dio aviso puntual de todos los seguros, re-
mitió las pólizas al Ministerio, y que éste, lejos de 
desaprobar la franquicia del 15 por 100, realizó actos 
y expidió órdenes que suponen necesariamente la 
aceptación y aprobación de dicha franquicia. Quedó, 
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pues, con esto probado que el contrato y la ley 
daban la razón á la casa Tapia Bayo: ¿por qué, pues, 
se la condenaba? ¿Qué razón se invocaba contra 
ella? E l Sr. Alonso Martínez decia á este propósito: 
« E l Fiscal de S. M . reconoce que tenemos razón; 
dice sobre cada uno de los ocho motivos de casación 
que hemos alegado, poco más ó ménos , lo que dice 
al examinar el primero, esto es, que el fallo del 
Tribunal de Cuentas sería un fallo contrario ? no 
sólo á las leyes más claras y terminantes, sino t a m -
bién á los cánones más triviales de la ciencia, si no 
fuera por el decreto-sentencia del Consejo de Estado 
de 1860. Esto, en suma, equivale á suponer que la 
injusticia estaba de antemano cometida, y que el 
autor de ella es el Consejo.» 
¡Cosa ex t raña ! exclamaba el Sr. Alonso Martínez; 
la ley nos concede un juicio ante el Tribunal de 
Cuentas, y ese juicio se suprime; ¿por qué? ¿Qué 
significa un juicio en que el juez abdica su razón, y 
declara que no es libre de apreciar el contrato n i de 
aplicar el Código mercantil? Contra el fallo del T r i -
bunal de Cuentas, la ley nos otorga el recurso de 
casación ante el Consejo de Estado; le entablamos, 
y se nos dice: el Consejo no podrá estimarlo, porque 
va ha condenado á la casa Tapia, Bayo y compañía . 
¡Cómo! ¿Es el Tribunal de Casación el mismo que 
ha conocido del hecho y lo ha fallado? Convenga-
mos en que esto es contrario á todo lo que en Europa 
se sabe acerca de enjuiciamiento. Se nos deja, pues, 
en el abandono, en la indefensión: se nos dá un j u i -
cio aparente .y un recurso de casación ilusorio. Y 
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descartando ya esta consideración, hacia otra d i -
ciendo : Se confiesa que tenemos razón, pero qne hay 
una sentencia contra nosotros. ¡ A h ! si esto fuera 
cierto, que no lo es, todavía tendr ía yo la confianza 
de que tr iunfaría el derecho sobre el error. Precisa-
mente los anales de nuestro foro ofrecen en este 
punto precedentes que no son para olvidados, y que 
corresponden á la edad de oro de nuestra magistra-
tura; citaré solamente dos, uno á propósito de una 
ley, y el otro á propósito de una sentencia. La ley 
de desvinculaciones otorgaba la mitad de los bienes 
a\. poseedor actual; en un principio los tribunales y 
los jurisconsultos más distinguidos, esclavos del t e -
nor l i teral de la ley, concedieron todos los derechos 
al que poseia; pero llegó la cuestión al Tribunal Su-
premo de Justicia, y dijo: a l que posea no, a l que 
dehaposeer, con arreglo á la ley. No es lícito supo-
ner en n i n g ú n caso que el legislador desconoce los 
derechos creados á la sombra de las leyes existentes, 
ó que conociéndolos, ha querido atrepellarlos. 
Un testador había dejado parte de su fortuna á los 
pobres. Siguióse pleito sobre nulidad del testamento 
sin audiencia de éstos. Se declaró la nulidad por dos 
sentencias conformes, y se entabló el recurso de ca-
sación, sin que entre las citas de las leyes y doctri-
nas legales infringidas, hubiera ninguna que se 
refiriese á la falta de representación de los pobres 
en el ju ic io . 
E l Tribunal Supremo de Justicia, en el recurso de 
casación, sólo tiene facultades para decidir si está ó 
no infringida alguna de las leyes citadas en el re-
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curso; y sin embargo, este alto cuerpo, considerando 
que aunque la ley de enjuiciamiento haya limitado 
las atribuciones de este Tribunal Supremo en los re-
cursos de casación en el fondo á declarar si la eje-
cutoria es ó no contraria á la ley ó doctrina que se 
hayan citado oportunamente, no es posible suponer 
que haya querido colocarle en la ineludible alter-
nativa de fallar contra derecho ó de causar a sabien-
das un perjuicio irreparable á quien no ha litigado 
n i ha sido llamado al ju ic io ; alternativa peligrosa 
y notoriamente injusta: declaró que no habia lugar 
á decidir el recurso, y que se devolviera el pleito al 
inferior, dejando sin efecto las dos sentencias pro-
nunciadas en él. Se di rá , anadia el Sr. Alonso Mar-
-tinez, que este es un acto de dictadura judic ia l ; yo 
bendigo las dictaduras que no tienen más origen n i 
otro resultado que el impedir que se consume una 
gran iniquidad. Yo saludo con efusión y con res-
peto á los jueces que se hacen dictadores diciendo: 
« n o , no hay ley alguna divina n i humana que 
pueda obligarnos á ahogar la voz de nuestra con-
ciencia y á cometer á sabiendas una injusticia.» 
E l Consejo de Estado estaría todavía á tiempo de 
repararla, si se hubiera cometido efectivamente, si-
guiendo ejemplo tan insigne; pero por fortuna no 
necesita imi tar lo , porque la verdad es que no cometió 
la injusticia que se le atribuye. 
Yo no conozco sentencia más calumniada que la 
del Consejo de Estado; la cual, léjos de perjudicar, 
favorece altamente las actuales pretensiones de la 
casa Tapia, Bayo y compañía . 
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Bastaría una sencilla observación para demostrar 
este aserto. Se dice que el Consejo de Estado se fundó 
para condenarnos, en la instrucción de la Dirección 
de Contabilidad, la cual consideró parte integrante 
del contrato. Pues b ien ; yo no pido hoy más sino 
que se aplique á la casa que represento el texto cla-
rísimo de esta instrucción. Hé aquí lo que dice : « E l 
comisionado rendirá dos cuentas, la de metálico y 
la de granos: en la cuenta corriente de metálico 
comprenderá en el debe el coste integro de los granos 
y harinas ¿ A r n e r a , justificando las compras de 
cada d ía con conocimiento del corredor, etc. En la 
cuenta de granos serán data las mermas y disminu-
ciones de todas clases que se experimenten, etc. » En 
presencia de estos textos, ¿cómo es posible que un 
cuerpo tan ilustrado como el Consejo nos condenara? 
Lo que hay que admirar es que haya pleito; que 
tenga yo que discutir hoy lo que tan terminante-
mente se resolvió en el contrato; que el Tribunal de 
Cuentas no haya visto en esa instrucción la pauta 
de su conducta, la cartilla de sus derechos y deberes, 
el formulario de las cuentas que debia exigir á la 
casa comisionista con su debe y haber, con su cargo 
y data. 
Pero ya es tiempo , decia el Sr. Alonso Martínez 
cambiando de entonación, de acercarnos á ese fan-
tasma con que se nos quiere hacer miedo, para 
mirarle cara á cara. Se invoca contra nosotros la ex-
cepción de cosa juzgada. Para que ésta proceda es 
menester que exista perfecta identidad entre la pro-
posición litigiosa y la proposición sentenciada. E l 
30 
Fiscal de S. M . conviene en la verdad de esta doc-
trina , y por eso dice en su dic támen qne la cuestión 
de lioy es la siguiente: 
¿ H a y a l g ú n particular no comprendido en la eje-
cutoria de 1860 que la sentencia del Tribunal de 
Cuentas aprecie por s í , infringiendo las disposicio-
nes vigentes? 
Yo voy á demostrar que s í , decia el Sr. Alonso 
Mart ínez , no con la autoridad de m i razón , sino 
con la del mismo Fiscal de S. M . Hé aquí lo que dice 
respecto de la franquicia del 15 por 100 , que es uno 
de los puntos objeto de este debate... « Sin embargo, 
ha llamado la atención del Fiscal, que cuando la 
cláusula de no responder los capitanes del peso y 
cantidad del grano, la falta de escandallo y otras 
circunstancias se mencionaron en la Real orden de 28 
de Mayo de 1858, y en la discusión del pleito pro-
movido sobre ella, de esta f ranquicia del 15 por 100 
nada se dijo directa n i indirectamente, y n i siquiera 
alusiones aparecen á la misma; suponiendo, pues, 
preterido este punto en la sentencia del Consejo, sería 
manifiesta la infracción en este particular del ar-
tículo 128 del Código de Comercio.» 
E l orador leyó en seguida otros párrafos del dic-
t ámen del Fiscal, para hacer, respecto á las averías, 
igual demostración que la hecha acerca de la f ran-
quicia del 15 por 100, deduciendo que el único punto 
que quedaba por averiguar era el relativo á la res-
ponsabilidad que se le imputaba á la casa Tapia, Bayo 
y compañía por no haber exigido de los aseguradores 
el importe del seguro, y con este motivo entró á 
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examinar la Real orden de 26 de Mayo y el decreto-
sentencia. 
Sería imposible seguir al distinguido letrado en 
todos los detalles de su discurso , y nos limitamos por 
tanto á presentar un breve resumen de esta parte de 
su oración. 
E l Sr. Alonso Martínez preguntaba: la Real orden 
de 26 de Mayo, ¿sobre qué versó? Ella misma lo 
dice : sobre haberse negado la casa á documentar su 
cuenta con los resguardos de los Gobernadores. No 
puede discutirse n i resolverse vál idamente sobre otra 
cosa; luego en aquel expediente no se decidió quiénes 
eran los consignatarios; quién debia responder de 
las aver ías ; á quién tocaba reclamar el importe del 
seguro, etc., etc. Y aunque quisiera suponerse que 
en el curso del expediente se dió á éste mayor ex-
tens ión, resulta de la. relación de los liecbos que 
hace el dictamen fiscal, que toda la cuestión estaba 
reducida á lo siguiente: 1.° A si los recibos de los 
Gobernadores eran ó no documentos indispensables 
para dar por justificada la entrega de los trigos. 
Y 2.° si la responsabilidad de la casa contratista ce-
saba ó no, como ésta suponía , con el embarque de 
los granos. Luego no se trataba de la franquicia del 
15 por 100, n i se inquir ía quiénes hab ían sido los 
consignatarios, n i á qu ién , por consiguiente, tocaba 
hacer la protesta y entablar la acción contra los 
aseguradores. Es decir, que no se trató entóneos de 
ninguna de las cuestiones que hay que resolver en 
este pleito. 
La discusión no varió posteriormente de carácter; 
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resulta, en efecto, del d ic támen fiscal, que la Direc-
ción de Contabilidad opinaba: 1.° que no bacian 
falta los resguardos de los Gobernadores; 2.° que la 
responsabilidad de la casa habia cesado áun ántes 
de verificarse la entrega de los granos, porque sólo 
tenía la comisión de comprar; y 3.° que debían de-
clararse partidas fallidas las inferiores al 15 por 100. 
En este estado, el Ministerio quiso oír el d i c t á -
men de la Sección de Hacienda, y dispuso que i n -
formase sobre el punto de los recibos de los Gober-
nadores y sobre los efectos del contrato celebrado 
entre el Gobierno y la casa Tapia Bayo p a r a el ob-
jeto de que se trata. Nótese esto bien; pa ra el objeto 
de que se trata, dice la Real órden: quiere decir, que 
aunque se usaba de una locución general al parecer, 
la extensión de su sentido queda perfectamente de-
terminada por la ú l t ima frase, ó lo que es lo mismo, 
que no se p regun tó á la casa sobre todos los efectos 
del contrato, sino sólo sobre los efectos que tenían 
relación con lo que la casa sostenía, y cuando más , 
con los puntos consultados por la Dirección. Luego 
no se trataba de ninguna de las cuestiones que hay 
que resolver en este asunto. 
Y en efecto, basta observar los datos y documen-
tos que se tuvieron á la vista en aquel expediente, 
y que se enumeran en los vistos de . la Real órden 
de 26 de Mayo. No formaban parte del expediente 
más que el Real decreto de 28 de Octubre, la Real 
órden de 3 de Noviembre, la instrucción de la D i -
rección de Contabilidad de 21 de Noviembre y la 
de 28 de Diciembre, circulando á los Gobernadores 
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el modelo con arreglo al cual hab ían de facilitar los 
resguardos; basta esta enumeración para demostrar 
que de lo que principalmente se trataba era de la 
manera de documentar la cuenta. Podia incidental-
mente y de lado tocarse otro orden de cuestiones y 
de ideas, pero sólo por la relación que tuvieran con 
la cuestión de forma que se debatía . Por lo demás, 
mal podian discutirse y resolverse las cuestiones que 
hoy se agitan, cuando no se tenian á la vista los 
datos y antecedentes necesarios para resolverlas. 
A pesar de esto, el Ministro, en los considerandos 
de la Real orden, se resbaló un tanto, y entrando en 
una mul t i tud de consideraciones ajenas á lo que 
realmente se discutía, consideraciones que no po-
dían ménos de ser equivocadas, toda vez que el 
expediente no tenía instrucción bastante para apre-
ciarlos debidamente, estableció en uno de los con-
siderandos, sin necesidad n inguna , que la casa era 
responsable de las pérdidas y averías durante el 
trasporte, y de la conservación de los granos hasta 
su entrega. 
Nada dijo dé los seguros ; no se atrevió á indicar 
siquiera que fuera obligación de la casa y no de los 
Gobernadores consignatarios, hacer la protesta de 
averías y reclamar del asegurador el importe del se-
guro; se limitó á lo de las pérdidas y aver ías , y á 
las faltas de que con arreglo al Código responden los 
capitanes de los buques, pero de las cuales le habia 
eximido la casa comisionista, de donde el Ministro 
infería que habia cargado voluntariamente con ellas, 
olvidando lastimosamente que, según las pólizas de 
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los seguros, los aseguradores respondían de la ha-
r a t e r í a del p a t r ó n . Pero de todas suertes, resulta que 
el espíritu de esta Real órden era hacer responsable al 
comisionista de todo lo que sucediera hasta el mo-
mento de presentarse los buques en los puertos, pero 
no iba mas allá. Así y todo. la verdad es que resol-
vía en los considerandos dos cuestiones que no ha -
bían sido debatidas en el expediente : una , la de la 
responsabilidad del comisionista por las faltas de los 
capitanes; y otra, la responsabilidad del mismo co-
misionista por las pérdidas y las averías. Pues bien, 
el Consejo en su sentencia tuvo cuidado de expresar 
que confirmaba la Real órden sólo en su parte reso-
lutoria. ¿Qué quiere decir esto? Que el Consejo no 
aceptaba los considerandos de la Real órden, que es-
t imó que había exceso en esos considerandos, que se 
resolvían en ellos cuestiones que no hab ían sido ob-
jeto del expediente y se resolvían de u n modo poco 
conforme á la ley ; y en resumen , quiere decir que 
el Consejo no declaró responsable á la casa comisio-
nista , n i de las faltas de los capitanes , n i de las pér-
didas n i averías. E l Consejo se l imitó á decidir lo 
que era materia del debate, estableciendo en el pri-
mer considerando, que casi podría llamarse único, 
puesto que todos los demás se refieren siempre á él, 
la naturaleza y extensión del contrato celebrado en-
tre el Gobierno y la casa Tapia Bayo, y deduciendo 
lógicamente de la índole del contrato mismo, la parte 
dispositiva de la sentencia. 
Hé aquí la prueba: «Considerando, dice, que la 
expresada casa .está conforme en que, aceptando las 
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condiciones de la Real orden de 3 de Noviembre 
de 1856, qnedó obligada á verificar la compra de 
granos y harinas en el extranjero y su trasporte á 
España, y sujeta en consecuencia á la responsabili-
dad embebida en esta doble comisión... se confirma en 
su parte resolutoria la Real orden citada.» Se ve, pues, 
que el Consejo de Estado entendió que habia una 
doble comisión mercanti l , la de compra y la de tras-
porte á los puertos españoles; y por consiguiente, si 
bien rechazó la idea de que la responsabilidad de la 
casa comisionista cesase áuD antes del embarque de 
los trigos, puesto que su papel no concluía hasta que 
los buques se presentaran en los puertos de España, 
no la hizo, n i pudo hacerla responsable, en cambio, 
de otros actos que los que con arreg lo a l Código mer-
cantil son imputables a l comisionista. Y esta es la 
idea capital que explica perfectamente la frase de 
que la casa Tapia Bayo responde de los efectos de 
los contratos particulares que haya celebrado, etc. No 
se refiere la sentencia ciertamente á las averías, por-
que esta confusión de lenguaje, t ratándose de pala-
bras que tienen en el derecho una significación téc-
nica y sacramental, no se puede suponer j a m á s sin 
ofensa, en u n cuerpo tan ilustrado como el Consejo 
de Estado, sino á las faltas de que el comisionista 
debia responder con arreglo á las leyes mercantiles. 
E l comisionista responde de sus faltas, s í , á u n de 
las faltas más ligeras, lo mismo que los capitanes. 
Esto es axiomático seguramente en el derecho co-
mercial europeo. Pero ¿de qué faltas habla la sen-
tencia ? De las faltas que fueron imputables á la casa 
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comisionista por haber aceptado la doble comisión 
de la compra de granos y su trasporte á España , se-
g ú n las palabras textuales del primer considerando. 
Así? por ejemplo, supongamos que la casa Tapia 
Bayo hubiera comprado trigos de mala calidad, ó 
que los hubiera comprado á precios superiores al tipo 
corriente, ó que habiendo fletado un buque para 
20.000 fanegas de grano, no hubiera cargado más 
que 10.000, teniendo que pagar, sin embargo, por 
entero el flete. En estos y en otros m i l casos que se 
pueden imaginar, habria cometido como comisionista 
faltas de que indudablemente era responsable para 
ante el comitente. Lo mismo hay que decir de los 
efectos de los contratos; responde la casa Tapia Bayo 
de todos los que con arreglo á las leyes son imputa-
bles al comisionista, de todos aquellos que el comi-
sionista hace suyos por el hecho de haber aceptado 
esa doble comisión de compra y trasporte. 
Así, por ejemplo, si hubiera contratado los segu-
ros con una casa de comercio que fuera notablemen-
te insolvente, al tiempo de firmarse la póliza, ¿qué 
duda hay en que de todos los efectos de este contrato 
tendría que responder el comisionista al comitente? 
Esto mismo sucedería si ál reclamar del asegurador 
el importe del seguro, los tribunales declarasen nula 
la póliza por la falta de cualquier requisito esencial 
para su validez. Es decir, que el comisionista res-
ponde al comitente de la eficacia de los contratos que 
celebra. Pero por ventura, ¿el no cobro del seguro por 
parte del Gobierno español, se debe á que la casa Ta-
pia Bayo no hiciera contratos perfectamente válidos 
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y eficaces? No; lo que hay es que siendo los contra-
tos válidos y completamente legales, el Gobierno es-
pañol no ha hecho efectivos los derechos en ellos 
consignados por la ignorancia ó el abandono de sus 
agentes, que no han hecho las reclamaciones dentro 
de los plazos legales. 
Tal fué en resúmen la peroración del Sr. Alonso 
Mart ínez. No queremos, sin embargo, dar por ter-
minado nuestro trabajo sin hacer mérito de la con-
clusión, que fué no ménos notable. E l distinguido 
letrado terminó su discurso recordando las m a g n í f i -
cas palabras con que concluía su dictamen el Fiscal 
de S. M . , á saber: «La ley creó el Consejo de Estado 
para que la lucha entre las partes produjese el escla-
recimiento apetecible y se pudiera aconsejar madura 
y desapasionadamente al Gobierno, no lo que asegure 
ingresos en el Tesoro, sino lo que haga resplandecer 
el primero de los elementos vitales de la nación, que 
Qsldi, jus t i c ia .» E l Sr. Alonso Martínez decia: «Yo 
hago mias estas magníficas frases, y me ha de ser 
permitido añadi r que no es sólo la justicia la que de-
manda que se case y anule la sentencia del T r i b u -
nal de Cuentas; es la misma conveniencia del Estado, 
porque siempre lo justo es conveniente.» 
Es cosa ex t raña lo que pasa en nuestro país : esta-
mos comprometidos en una guerra nacional, que 
nada hay más popular que la guerra contra el moro; 
interesa tender un cable para establecer una comu-
nicación directa é ins tan tánea entre el Gobierno y 
el ejército expedicionario. 
E l duque de Tetuan acude al patriotismo de un 
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señor senador que tiene casa de comercio en L o n -
dres; adquiere éste el cable, lo paga con su dinero, 
no lleva comisión, el cable se tiende, hace el servicio 
por algunos dias, sobreviene una tempestad, los bu-
ques impulsados por los vientos rompen el cable en 
varios puntos, y la Adminis t ración activa resuelve 
que el senador pierda el precio del cable, ó lo que es 
lo mismo, le priva de una parte de su fortuna, en 
pena de su patriotismo. 
Nuestra escuadra sostiene el honor de nuestro pa-
bellón á 4.000 leguas de distancia de la madre pa-
t r i a ; está á punto tal vez de perecer por falta de car-
bones y de víveres. E l Ministro de Marina, que es á 
la vez Capitán general de la Armada, acude á la 
amistad de otro senador; le hace salir apresurada-
mente para Londres, y merced á sus relaciones con 
comerciantes y navieros, fleta ins tan táneamente un 
par de buques que vayan al Pacíñco en socorro de 
nuestros bravos marinos, y entre tanto en nuestro 
país empieza á levantarse cierto susurro, se desata 
la murmurac ión , y la maledicencia quiere cebarse 
en la fama del senador y del Ministro, diciendo en 
las calles y en las plazas: « Los carbones m a n c h a n . » 
Gracias á que el senador, siguiendo m i consejo, ar-
rojó el guante á la maledicencia, provocando una 
solemne discusión que hizo muy pronto resplandecer 
su inocencia, y dejó en el lugar merecido al comi-
sionista y al Capitán general de la Armada. 
Hay una crisis horrible de subsistencias; se dá la 
comisión de comprar trigos á la casa que ha mere-
cido siempre, ántes y después de 1857, de todos los 
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Gobiernos y de todos los partidos, la confianza abso-
luta del Tesoro, y ya veis lo que sucede. Marchando 
por este camino, ¿quién ha de querer contratar con 
el Gobierno español? Y si hay alguno que se atreva, 
i á qué condiciones tan onerosas no habrá que con-
tratar! Mañana puede ocurrir una guerra extran-
jera; ¿quién se encargará de proveer de víveres al 
ejército español? Pero ¿á qué entretenerse en hacer 
hipótesis más ó ménos verosímiles, si por desgracia 
estamos enfrente de una triste y sombría realidad? 
Estamos atravesando una crisis de subsistencias, más 
grave á m i juicio que la de 1856, porque al cabo 
entonces los mercados extranjeros estaban provistos, 
y ahora están exhaustos: la miseria, esparcida ántes 
por los campos, penetra ya en las ciudades. 
E l Gobierno ha ensayado todos los medios que 
tenía en sus manos para conjurar la crisis: la libre 
importación, el llamamiento á las Compañías de fer-
ro-carriles para que hagan el trasporte interior casi 
de balde, la prohibición de exportar, todo lo ha en-
sayado, no le falta más que establecer primas, y ta l 
vez sería ineficaz esta medida como las demás. ¿Quién 
asegura que no tendrá necesidad de volver á com-
prar trigos extranjeros? ¿Y encontrará en ta l caso 
quien tome la comisión por su cuenta, viendo tan 
reciente el escarmiento de la casa Tapia, Bayo y 
compañía? Omnes serví legum swnus. Es menester 
que no olvide esta m á x i m a el Estado, si quiere tener 
crédito y encontrar quien contrate con él á buenas 
condiciones; es menester que él sea el primer esclavo 
de la l ey ; es menester que ya que en los contratos 
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que celebra es juez y parte, se aplique á sí propio la 
ley con igual severidad que la aplican los t r ibuna-
les de justicia á los particulares. 
Este es u n pálido resumen del magnífico discurso 
del Sr. Alonso Mart ínez, ó lo que es lo mismo, un 
mal trazado boceto del brillante cuadro que presentó 
ante el Consejo de Estado. 
Después de oír al elocuente orador, no cabía otra 
cosa que lo que ha hecbo el primer cuerpo consul-
tivo de la nac ión : absolver á la casa Tapia, Bayo y 
compañía y revocar el fallo del Tribunal de Cuen-
tas del Reino, como consta en la sentencia que ba 
visto la luz en la Cracela y que á continuación co-
piamos, como digno remate y coronamiento de este 
célebre asunto. 
I I I . 
CONSEJO DE ESTADO. 
REAL DECRETO. 
Doña Isabel I I , por la gracia de Dios y la Consti-
tución de la monarquía española, Reina de las Espa-
ñas . A l presidente del Tribunal de Cuentas del Rei-
no, y á cualesquiera otras Autoridades y personas á 
quienes toca su observancia y cumplimiento; sabed: 
que be venido en decretar lo siguiente: 
En el recurso de casación interpuesto en el Consejo 
de Estado por el licenciado D. Manuel Alonso Mar-
t ínez , en representación de la casa Tapia, Bayo y 
compañía , en l iquidación, contra la sentencia del 
Tribunal de Cuentas del Reino de 11 de Febrero de 
1867, dictada en el expediente de examen d é l a s 
cuentas rendidas por la casa mencionada de la comi-
sión que la misma recibió de m i Gobierno para la 
compra de granos y harinas en el extranjero en vir-
tud del Real decreto de 28 de Octubre de 1856 : 
Visto: 
Vistos los antecedentes, de los cuales resulta: 
Que deseoso m i Gobierno de precaver y bacer frente 
á los conflictos que pudiera ocasionar la cuestión de 
subsistencias, que en el año de 1856 se presentaba 
en España con síntomas y caractéres de importancia 
y gravedad, resolvió comisionar á la casa Tapia, 
Bayo y compañía para adquirir en el extranjero las 
cantidades de estos artículos que se creyeron conve-
nientes, dentro del l ímite de 50 á 60 millones; y al 
efecto, á reserva de dar cuenta á las Cortes, se au-
torizó al Ministro de Hacienda, por Real decreto de 
28 de Octubre de 1855, para adquirir en el extran-
jero las partidas de tr igo y harinas necesarias, con 
el ñ n de obtener y nivelar el alza del precio de estos 
géneros en los mercados españoles, disponiéndose en 
el art. 2.° que los comisionados elegidos por el Go-
bierno para la compra, trasporte y venta de granos 
y harinas rend i r ían sus cuentas á estilo de comercio 
y conforme á las reglas que dictase la Dirección ge-
neral de Contabilidad: 
Que en vir tud de dicha autorización se consigna-
ron en Real órden de 3 de Noviembre las condiciones 
de su estipulación con la casa mandataria; y des-
pués de establecerse que la comisión que se le daba 
en fuerza de la especial confianza que al Gobierno 
merecía , tenía por objeto el de comprar en los mer-
cados extranjeros y trasportar á los puertos de la Pe-
nínsula las mayores- cantidades de granos y h a r i -
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ñ a s , de acuerdo con m i Consejo de Ministros, se dijo 
en la cláusula 4.a: «Los granos y harinas que ad-
quiera en el mercado de Marsella ó en cualquiera 
otro punto extranjero del Mediterráneo los ha de em-
barcar con destino al de Alicante, Málaga , Cádiz ó 
Sevilla, y los que procedan de adquisiciones en Lon-
dres ó en a l g ú n otro puerto del Océano se di r ig i rán 
á los de Santander, Sevilla y Cádiz; consignando 
unos,y otros á sus corresponsales en los referidos 
puertos de la Pen ínsu la , á ménos que el Gobierno 
no le prevenga otra cosa. La casa Tapia, Bayo y 
compañía dará noticia al Ministerio de Hacienda, 
tanto de la salida como del arribo de lo^ buques á su 
destino , para que por el mismo se designe, caso de 
no haberlo hecho ántes la autoridad ó agente que 
haya de entregarse de los cargamentos y de dar á 
los granos y harinas el curso que se determine.» La 
cláusula 5.a decia: «El Gobierno acordará oportuna-
mente el tanto por ciento de comisión que sobre el 
importe total de las compras de dichos artículos haya 
de abonarse á la casa de Tapia, Bayo y compañía .» 
En la cláusula 6.a se estableció: «Que las comisiones 
de sus corresponsales ó encargados, los corretajes 
por todos conceptos, envases, almacenajes, estadías, 
carga, descarga, gastos de viajes, quebrantos de g i -
ros directos ó indirectos y todos los demás que se 
originen en el desempeño del encargo confiado á la 
expresada casa, serán de cuenta del Gobierno;» y , 
por fin, la cláusula 7.a expresó literalmente: «Las 
cuentas que á estilo de comercio ha de rendir la c i -
tada casa del resultado de su comisión, las presen-
tara á la Dirección general de Contabilidad de la Ha-
cienda públ ica , y redactándolas y justificándolas con 
arreglo á las instrucciones que haya formado al efecto 
aquella oficina general en v i r tud de la facultad que 
le concede el referido art. 2.° del Real decreto men-
cionado de 28 del mes "áltimo:» 
Que en la instrucción que en su consecuencia se 
dió por la citada Dirección de Contabilidad en la 
misma fecha del Real decreto indicado, ó sea en 28 
de Octubre de 1856, traida al pleito en v i r tud de 
auto para mejor proveer de la Sección de lo conten-
cioso del Consejo de Estado, se estableció que la casa 
comisionista habia de consignar en la data de la 
cuenta de granos y harinas «las mermas y disminu-
ciones de todas clases que se experimenten, j u s t i f i -
cándolas con certificación de los mismos comisiona-
dos, visadas por los agentes del Gobierno cuando és-
tos se hayan incautado de dichos artículos ó hayan 
intervenido de a l g ú n modo en las ven tas :» 
Que por Real orden de 21 de Noviembre del mismo 
año de 1856, se dispuso que «los Gobernadores de las 
provincias de Alicante , Cádiz, Málaga y Sevilla se 
hiciesen cargo de los granos de este contrato que lle-
gasen á sus respectivos puertos, pagando desde luego 
el flete y la descarga de los buques, como asimismo 
el almacenaje y los sacos en que viniesen envasados, 
facilitando al comisionado de la casa Tapia, Bayo y 
compañía el correspondiente resguardo de las entre-
gas de granos que verificase;» y en su cumplimien-
to se remitió un modelo de este resguardo á los i n -
dicados Gobernadores , y al de Santander por otra 
Real orden de 28 de Diciembre siguiente, para que 
facilitasen dicho recibo tan pronto como verificada 
la descarga constase la cantidad líquida de cada uno 
de los cargamentos: 
Que por Eeal orden expedida por el Ministerio de 
Hacienda en 20 de Enero de 1857 se dirigió á la casa 
Tapia, Bayo y compañía el documento que babia 
remitido al propio Ministerio el Gobernador c iv i l de 
Cádiz, justificativo de la avería con que llegaron á 
aquel puerto 39 sacos del cargamento de tr igo con-
ducido al mismo por el vapor francés Mawocain , á 
fin de que pudiera reclamar de quien correspondiera 
los 3.024 rs. v n . á que ascendió la aver ía , en la i n -
teligencia de que esta cantidad sería descontada á la 
citada casa del total importe del cargamento; y por 
otra Eeal orden de 30 del mismo mes y a ñ o , dictada 
á consecuencia de haber reclamado la casa contra la 
culpa que se la a t r ibuía en la anterior Real disposi-
ción , en razón á que no podía reclamarse el importe 
de la avería de que se trataba, porque sobre haberse 
asegurado el cargamento solamente hasta Alicante, 
no excedía la pérdida sufrida del 15 por 100 , como 
sería preciso con arreglo al art. 21 de la póliza de 
seguro, se m a n d ó : 
1.° Que la casa comisionista dirigiera al Minis -
terio con toda brevedad la póliza de seguro corres-
pondiente al buque Marrocain , lo mismo que las 
demás que tuviese en su poder de todos los carga-
mentos asegurados, para remitirlas á los respectivos 
Gobernadores con el objeto de que obrasen los efectos 
oportunos en los expedientes de averia. 
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2.° Que ordenase la propia casa á sus represen-
tantes en el extranjero enviasen á los Gobernadores 
civiles ó personas á quienes fueran consignados los 
buques, con la póliza de fletamento, la del seguro 
en los casos que mediase este contrato. 
Y 3.° Que se dejase sin efecto la ú l t ima parte de 
la Real orden anterior de 20 del mismo mes y año , 
y al objeto se daria conocimiento de esta disposición 
á la Dirección general de Contabilidad. 
Que en los estados de remisión y cuenta de gra-
nos , suscritos por la casa comisionista, que obran 
unidos al expediente , examinados y sellados con el 
sello que usa la Dirección general de Contabilidad, 
se hizo expresión de la consignación de los buques 
determinada á cada Gobernador c i v i l ; y en los a v i -
sos diarios, que constan también entre los indicados 
documentos dirigidos por la casa contratista al mismo 
centro directivo, se dio conocimiento de la salida de 
cada buque con el cargamento de cereales en cargas 
de Marsella y kilogramos, y la consignación á cada 
Gobernador c i v i l : 
Que con el conocimiento de las disposiciones su-
periores de que se ba becbo mér i to , la casa contra-
tista alegó que no babia podido obtener de los Go-
bernadores más que tres ó cuatro resguardos en for-
ma , cuando eran ya más de 30 los buques expedi-
dos,, y á éstos se agregó que las noticias ó cuentas 
dadas á la Superioridad de estos granos recibidos por 
los Gobernadores, demostraban que babia en ellos 
faltas debidas principalmente á las averías sufridas 
por los buques portadores, y que en ocasiones ha-
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bian hecho precisa la inuti l ización del grano ? por 
acuerdo de las Juntas de Sanidad. 
Que reconvenida la casa contratista por estas f a l -
tas, contestó que la responsabilidad habia cesado con 
el embarque de los trigos, y en vista de esta con-
testación , de que reconvenidos algunos capitanes 
por las faltas que se notaban en el cargamento, ale-
garon que, s egún la cláusula expresa de su póliza, 
no respondían de la calidad, peso y cantidad, y de 
que en las pólizas de seguros se hablan reservado los 
aseguradores la franquicia del 15 por 100, la Direc-
ción de Contabilidad creyó que necesitaba una re-
gla general dictada por la Superioridad para resol-
ver si los recibos de los Gobernadores eran ó no do-
cumento indispensable para dar por justificada la 
entrega de los granos: cuándo cesaba la responsa-
bilidad de la casa contratista, y quién debia respon-
der de las averías inferiores al 15 por 100 establecido 
en el seguro: 
Que la Dirección de Contabilidad opinó acerca de 
estos tres puntos, que los recibos de los Gobernado-
res no hacian falta, porque constaba el grano entre-
gado por las cuentas rendidas de los comisionados; 
que siendo un contrato de comisión de compra el ce-
lebrado con la referida casa, la responsabilidad de la 
misma habia cesado aun ántes de verificarse el se-
guro de los granos , y que deberían declararse par-
tidas fallidas las inferiores al 15 por 100, cont i -
nuando, para recobrar las superiores, las gestiones 
que se hubiesen practicado para hacer efectiva la 
obligación contraída por las Compañías de seguros: 
Que consultada por el Ministerio la Sección de Ha-
cienda del suprimido Consejo Real sobre el particular 
de los recibos de los Gobernadores y sobre los efec-
tos del contrato celebrado entre el Gobierno y la casa 
referida para el objeto de que se t rata , de conformi-
dad con su dictamen se dictó Real orden en 26 de 
Mayo de 1858, por la cual se declaró « q u e por el 
contrato de 3 de Noviembre de 1856 no contrajo el 
Gobierno más responsabilidad que la de pagar los 
granos y harinas cuya entrega se acreditase con re-
cibos, y que la casa Tapia, Bayo y compañía res-
pondía de los efectos de los contratos particulares 
que hubiera celebrado, y de todas las faltas; no 
pudiendo dispensarse de la presentación de los res-
guardos de los Gobernadores y demás delegados del 
Gobierno, que consti tuían la verdadera justificación 
de las entregas, y eran la base para las liquidaciones 
del abono del premio, que no procedía hasta que se 
produjeran.» 
Vistos, la demanda deducida ante el Consejo de 
Estado por la citada casa Tapia, Bayo y compañía 
contra la Real órden anterior, y el Real decreto-sen-
tencia que después de sustanciado el pleito por sus 
t rámites recayó en 30 de Diciembre de 1860, ab-
solviendo á la Administración de la demanda y con-
firmando en su parte resolutoria la Real órden recla-
mada por la misma, reservando á la casa deman-
dante el derecho que pudiera tener para exigir las 
comisiones que reclamaba subsidiariamente donde y 
como correspondiera: 
Vistas las condiciones que fundado en el referido 
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Eeal decreto-sentencia estableció como bases de la 
censura el Contador que preparó el juicio de examen 
y calificación de las cuentas, después del extravío 
del primer expediente para el mismo fin, y las cua-
les fueron: 
1 .a Que relativamente á los granos que habia ad-
quirido la casa, no la era de abono, respecto al pre-
cio de compra, más que el importe de aquellos cuya 
entrega en buen estado justificase haber hecho á los 
delegados del Gobierno, bien lo hubiese acreditado 
con los recibos de los Gobernadores , ó en su defecto 
la Administración hubiese adquirido justificantes 
fehacientes por medio de los Administradores de 
las Aduanas. 
2. a Que al recibo de los granos por los comisiona-
dos del Gobierno habia precedido su medición con la 
medida legal de Castilla ? herrada y contrastada, que 
era la misma con que recibía el comercio los granos 
navegados. 
3. a Que en los cargamentos que no hablan l l e -
gado completos, se habia tomado en cuenta la dife-
rencia y falta midiendo lo que se habia recibido con 
igual formalidad que en los demás que no habían 
tenido disminución alguna, siendo preciso hacer el 
correspondiente prorateo en las facturas de compra 
y en las cuentas de gastos de expedición. / / ' ^ m e q f ^ . , 
4. a Que los granos deteriorados por avería ó por | c^, ^ ' ^ m e c ^ > 
cualquiera otra causa, pero que todavía habían po-
dido ser aprovechados por la Administración , eran \ ^ 0£ i < £ ^ 
de abono á la casa comisionista por el mismo precio 
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á que habían sido vendidos, así como los gastos de 
flete, etc. 
5. a Que los gastos relativos al servicio en gene-
ra l , como eran de correspondencia por correos y 
telégrafos, quebranto de cambio y g i ro , legalizacio-
nes , viajes, documentación y copias para el cono-
cimiento del Gobierno, se admi t ían en totalidad como 
legít imos en descargo de las cuentas de caudales. 
6. a Que los riesgos, accidentes, averías y las fal-
tas que de tales causas provenían no podían tomarse 
en cuenta n i ser de abono. Las reclamaciones á 
que diesen lugar correspondían á la Administración 
activa ó á los Tribunales competentes en su caso. 
7. a Que el 2 y medio por 100 estipulado de co-
misión no lo devengaba la casa compradora sino 
sobre él importe líquido de las entregas de granos, 
según las bases anteriores, y en proporción al mismo 
se le acreditaban los gastos consiguientes á la expe-
dición hasta su arribo al puerto. 
Visto el exámen y reparación de la cuenta ren-
dida á estilo de comercio, conforme al referido Beal 
decreto de 28 de Octubre de 1856 , por la casa Ta-
pia , Bayo y compañía , verificado con arreglo á las 
bases anteriores por el mismo Contador que dedujo 
de la liquidación que practicó en 17 de Marzo de 
1866 un saldo á favor del Tesoro de 3.264.456 reales 
97 cént imos: 
Vistos los escritos presentados ante el propio T r i -
bunal de Cuentas por la casa Tapia, Bayo y compa-
ñ í a , en los cuales vino á fijar su oposición en los 
puntos capitales siguientes: que la entrega de los 
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granos y sus envases debia considerarse verificada 
con la remesa del conocimiento, y cuando no ? re-
sultaría del pago del flete liecho á los capitanes de 
los buques por los Gobernadores; pues si aquel ha-
bía sido í n t e g r o , era prueba concluyente de que el 
cargamento había sido entregado por entero: que 
debia considerarse recibido y abonarse el grano i n -
utilizado ó echado al mar por acuerdo de las Juntas 
de Sanidad, pues esto se había verificado después 
de la entrega y cuando ya todos los accidentes,son 
de cargo del dueño de la cosa, que aquí era el Go-
bierno: que no podía hacérsela responsable del de-
mérito de los cargamentos por culpa del capitán ó 
de la t r ipulación, ó por averías particulares ó comu-
nes; pues en primer lugar, los Gobernadores, que 
habían sido los consignatarios desde la Real orden 
de 21 de Noviembre de 1856, y que como tales po-
seían el carácter y documento taxativos para hacer 
en tiempo y forma las reclamaciones procedentes en 
dichos casos, eran los únicos responsables de que 
por no haber verificado debidamente tales reclama-
ciones, el Gobierno no hubiese podido reembolsarse 
de tales quebrantos; así como debia recaer esta mis-
ma responsabilidad sóbrelos que en tiempo no ejer-
citaron el derecho del Estado en los casos en que 
tales diligencias fueron instruidas en legal forma; y 
en segundo lugar , porque mediando Reales órdenes 
firmes y ejecutorías de los Tribunales de Comercio, 
en las cuales estaba reconocida y cumplida la ob l i -
gación del Gobierno á satisfacer la parte que le ha-
bía correspondido en los ejemplares que habían ocux-
rido de avería gruesa ó comun , no hab ían podido 
estos fallos y resoluciones ser revocadas por la Real 
orden de 26 de Mayo de 1858, n i por la sentencia de 
30 de Diciembre de 1860, porque no podía darse eje-
cutoria contra ejecutoria; que este mismo reconoci-
miento expreso había de parte del Gobierno respecto 
deque debía reconocerse la franquicia del 15 por 100 
estipulada en los seguros, y que por lo mismo no 
podía exigirse de la casa ese 15 por 100, así como 
tenía derecho á la merma de la centésima parte del 
cargamento, establecida por el Código de Comercio: 
que no había razón para l imitar el abono del premio 
ó comisión al importe de las compras, eliminando 
el dé los demás gastos, pues las diligencias de flete 
y seguro fueron m u y penosas en este caso, el Go-
bierno las comprendió en la l iquidación y ex ig ían 
remunerac ión , puesto que llevaban consigo respon-
sabilidad: que si se le ex ig í an las mermas debían 
ahonársele las creces, compensando unas con otras; 
debiendo haberse concretado y acreditado las p r i -
meras en cada caso particular, para ver sí excedían 
ó no de la citada franquicia legal del 1 por 100 del 
cargamento: que hallándose expresamente fijadas 
en los contratos de fletamento las estadías que se ha-
bían estipulado, las causadas además de ellas por 
haberse mandado los buques á otros puertos por falta 
de almacenes ó de preparación, estado de los puer-
tos, apuro de algunas provincias, negativa de algu-
nos Gobernadores á recibirlos y demás , debían ser 
de cargo del Gobierno y de n i n g ú n modo de la casa, 
que no había tenido parte en que se causaran: que 
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habiendo cobrado el Gobierno de los aseguradores el 
valor del cargamento del be rgan t ín Coriolan, per-
dido por naufragio, t en ía derecho la casa al abono 
del premio ó comisión de esa cantidad ; y que t am-
poco debian ser de su cargo los gastos de reconoci-
miento de los cargamentos: 
Visto el dictamen del Fiscal del Tribunal de Cuen-
tas, que opinó que la casa tenía razón en este abono 
de los gastos de reconocimiento y del premio del se-
guro satisfecho, en el de las estadías causadas fuera 
de las convenidas en el fletamento y en el de las 
contribuciones á las averías gruesas reconocidas por 
el Gobierno ó declaradas por los Tribunales de Co-
mercio , y respecto á lo averiado que se echó al mar 
por acuerdo de las Juntas de Sanidad, y lo que por 
la misma causa sólo pudo venderse con pérd ida , des-
pués de calificar la cuestión de ardua y de reparar 
en lo que agravaba la dificultad el que se hubiera 
dispuesto de ese grano en lugar de hacer abandono 
de él á la casa, concluyó diciendo que «no siendo el 
Tribunal un Juez de residencia que estuviese l l a -
mado á calificar las faltas de adminis t rac ión , se ha-
blan dejado á salvo en la base 6.a esas cuestiones de 
riesgos, accidentes, averías y las faltas que de tales 
causas proviniesen, que al Tribunal no incumbía 
resolver;» y en cuanto á lo demás , halló justos los 
cargos que la Sección hab í a hecho á la casa: 
Vista la rectificación de la anterior l iquidación, 
que en su consecuencia se verificó en 5 de Febrero 
de 1867 por la mesa del Tr ibunal , que hizo en ella 
las deducciones que se aconsejaban en el dictamen 
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del Fiscal de que se ha hecho mér i to , resultando un 
alcance definitivo contra la casa comisionista de 
2.994.676 rs. 14cén t s . : 
Vista la sentencia dictada por el Tribunal de Cuen-
tas en 11 de Febrero del indicado año de 1867, por 
la cual se declaró partida de alcance la de 2.994.676 
reales 14 cénts. contra la casa Tapia., Bayo y com-
pañía , condenándola al reintegro de la citada suma 
y quedando en suspenso la aprobación de estas 
cuentas: 
Vistos, el recurso de casación interpuesto por parte 
de la casa Tapia, Bayo y compañía por infracción 
manifiesta de las disposiciones legales que cita, con-
tra el fallo definitivo dictado en 11 de Febrero de 
1867 ; y el auto del Tribunal de 4 de Marzo s i -
guiente , por el cual, teniendo en consideración que, 
.conforme al art. 50 de la ley orgánica del mismo 
Tribunal de 25 de Agosto de 1851, era admisible el 
recurso de que se trata en los juicios de cuentas; que 
la casa recurrente hab ía constituido el depósito que 
prescribe el art. 5 1 , y que había sido deducido en 
tiempo y forma, admitió el expresado recurso para 
ante el Consejo de Estado: 
Visto el escrito de mejora del recurso propuesto, 
presentado ante el mencionado Consejo de Estado 
por el Licenciado D. Laureano Figuerola, á quien 
ha reemplazado después el de la misma clase D. Ma-
nuel Alonso Mar t ínez , en representación de la men-
cionada casa Tapia , Bayo y compañía , en l iquida-
ción , con la! pretensión de que se consulte la casa-
ción de la referida sentencia del Tribunal de Cuentas, 
de 11 de Febrero de 1867, y se reforme la l i q u i -
dación en todos los conceptos que en t raña el re-
curso, alegando los siguientes motivos de casación: 
primero, falta de abono de las mermas legales de 
los trigos recibidos en Alicante, contra lo prevenido 
en los artículos 147, 934 y párrafo primero del 935 
del Código de Comercio, y en las leyes 20, 21 y 22, 
t í tulo 12, Partida 5.a: segundo, infracción de los 
artículos 803 y 811 del Código de Comercio, por ha-
berse quebrantado la ley del contrato exigiendo á 
la casa la responsabilidad consiguiente al carácter 
de consignatario que desde la Eeal orden de 21 de 
Noviembre de 1856 había dejado de tener en los 
puertos de Alicante, Málaga , Cádiz, Sevilla y San-
tander , y que nunca había tenido obligación de es-
tablecer corresponsales en Lisboa ú Oporto: tercero, 
infracción del art. 867 del Código de Comercio y de 
la citada instrucción de la Dirección de Contabili-
dad , por no dar por recibidos los granos averiados 
que, por acuerdo de las Juntas de Sanidad, fueron 
arrojados al mar , y hacer recaer sobre la casa comi-
sionista la responsabilidad que después del aviso del 
asegurador corresponde al asegurado: cuarto, i n -
fracción del art. 998 del Código de Comercio y de la 
sentencia ejecutoria del Consejo, imputando á la 
casa comisionista las' consecuencias de no haberse 
practicado en tiempo y forma las diligencias nece-
sarias para hacer efectiva la responsabilidad de los 
aseguradores, navieros, capitanes y subsidiariamen-
te de la propia casa en los casos de aver ía , adicio-
nando también como infringidos los artículos 133, 
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148, 149 , 169 y 945 del citado Código, así como 
el art. 19 de la ley orgánica del Tribunal de Cuen-
tas: quinto, infracción'del art. 965 del Código de 
Comercio, por haber exigido el pago de una avería 
inferior á la centésima parte del valor del carga-
mento en los buques Marrocain^ Clorinda, Terpsi-
core, Mat i lde , Elene, Anne, Lihely y Fleche Jome; 
adicionando la de los artículos 127 y 128 del mismo 
Código, por haber exigido el pago de la franquicia 
del 15 por 100 estipulado en el seguro, cuando 
consta que el Gobierno habia reconocido la indicada 
franquicia, no solo t ác i t a , sino expresamente: sexto, 
infracción de los artículos 934 y 937 del Código de 
Comercio, porque se exige de la casa el pago de las 
averías simples en los casos de los buques Mary , 
Catherine, Bueskow, Voltiguer, Univers, Terpsi-
core, San Francisco, Ántonin, IVuovo, L igure , Ca-
ronte, y de la gruesa en el Chantal , con infracción 
que se adiciona de las ejecutorias de los Tribunales 
de Comercio de Alicante, Sevilla y Málaga , ante-
riores á la Real órden y sentencia invocadas, por el 
de Cuentas: sét imo, infracción del principio de de-
recho de que nadie debe enriquecerse en daño ajeno, 
y del art. 127 del Código de Comercio, porque no 
habiendo mediado pacto expreso al efecto , se exige 
del comisionista á favor del comitente la diferencia 
del ménos valor del t r igo averiado : octavo, infrac-
-cion de la ley del contrato, según el art. 249 del 
Código de Comercio, por l imitar el premio de comi-
sión al valor de la , compra después de cerca de diez 
años que la misma Administración activa lo habia 
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reconocido extensivo al de los demás gastos admi t i -
dos como de abono y relativos á operaciones por las 
cuales se exige responsabilidad, y que no són m é -
nos trabajosas y delicadas que la de compra: 
Visto el escrito de contestación de m i Fiscal p i -
diendo que se consulte que no há lugar á la casa-
ción que pretende la casa Tapia, Bayo y compañía, 
en l iquidación: 
Visto m i Real decreto de 28 de Octubre de 1856 y 
la instrucción de la misma fecha formada por la Di-
rección general de Contabilidad: 
Vistas las Eeales órdenes de 3 y 21 de Noviembre 
del mismo a ñ o , 30 de Enero del siguiente y 26 de 
Mayo de 1858: 
Vistos, m i Real decreto-sentencia de 30 de D i -
ciembre de 1860, y los artículos 127, 128, 133, 
147, 148, 149, 169, 249, 803, 811, 877, 934, 935, 
937, 946, 965, 998 y 1.000 del Código de Co-
mercio : 
Vistas las leyes 20, 21 y 22, t í t . 12, Partida3.a,y 
los artículos 19, 50, 5 1 , 53 y 54 de la ley orgánica 
del Tribunal de Cuentas del Reino: 
Considerando que el encargo dado por m i Gobier-
no á la casa de Tapia, Bayo y compañía para la 
compra de granos y harinas en el extranjero, cons-
t i tuyó un contrato de comisión mercanti l , sujeto en 
su apreciación y en sus efectos á las disposiciones 
que rigen en los de su clase en todo lo que la volun-
tad de las partes no hubiera alterado: 
Considerando que n i al conferirse la comisión n i 
al aceptarse se establecieron condiciones especiales 
38 
que variasen ó modificaran la esencia del contrato n i 
las leyes que lo regulan: 
Considerando que la Eeal orden de 26 de Mayo 
de 1858 no pudo alterarlo, n i es posible atribuirle 
tal propósito , primero, porque estaba terminado 
desde el mes de Marzo de 1857; segundo, porque los 
contratos bilaterales, á los cuales corresponden el 
mandato y la comisión mercantil , no pueden modi-
ficarse sólo por la voluntad de una de las partes: 
Considerando que tampoco es posible suponer , n i 
lo autoriza su contexto, que al confirmarse por la 
sentencia del Consejo de Estado de 30 de Diciembre 
de 1860 la Real órden ú l t imamente mencionada, en 
su parte resolutoria, se introdujera la menor varia^ 
cion en la naturaleza y condiciones de la comisión, 
n i que se pusiera en oposición con el derecho v i -
gente : . . 
Considerando, por consecuencia, que al exami-
nar el desempeño de dicha comisión en los extremos 
á que el recurso se contrae, no es posible prescindir 
de los principios y reglas consignadas en las leyes 
mercantiles, y en defecto de ellas en las generales, 
ó sea el derecho común: 
Considerando que por la aceptación de las condi-
ciones establecidas en la Real órden de 3 de Noviem-
bre de 1856 se obligó la casa recurrente á comprar 
granos y harinas en el mercado de Marsella, á em-
barcarlos con destino á los puertos de la Península 
en la misma Real órden designados, á consignar 
unos y otras á ^us corresponsales en dichos puertos, 
« á menos que el Gobierno no le previniera otra 
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cosa ,» y á dar noticia al Ministerio de Hacienda, 
tanto de la salida como del arribo de los buques á su 
destino, para que por el mismo se designara , caso 
de no haberlo keclxo án t e s , la autoridad ó agente 
que hubiera de entregarse de los cargamentos: 
Considerando que á v i r tud de la reserva en dicha 
Real orden consignada se mandó en la de 21 del 
mismo mes de Noviembre á los Gobernadores de A l i -
cante, Málaga , Cádiz y Sevilla que se hicieran cargo 
de los granos que, procedentes de Marsella y de pro-
piedad del Gobierno, llegaran á los puertos respec-
tivos , pagando desde ¡pego el flete y la descarga de 
los duques, como asimismo el almacenaje y los sacos 
en que fuesen envasados: 
Considerando que este encargo tan explícito y el 
sentido literal de la cláusula 4.a de la Eeal orden de 
3 de Noviembre demuestran que la reserva que en 
ella se hizo se referia precisa y determinadamente á 
las personas de los consignatarios: 
Considerando que en cumplimiento de la mencio-
nada Real orden de 21 de Noviembre, comunicada 
á la casa comisionista el mismo dia , se dirigieron 
desde su fecha á los Gobernadores expresados todos 
los cargamentos de granos expedidos por la casa, 
acompañados de los conocimientos correspondientes, 
dando igualmente al Gobierno avisos diarios y ex-
presivos de todas las operaciones: 
Considerando que por efecto de la misma repetida 
disposición los Gobernadores fueron sin duda alguna 
consignatarios de los cargamentos, pues según el 
espíritu y áun la letra de los artículos 803 y 811 del 
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Código de Comercio, corresponde ese carácter al 
portador del conocimiento: 
Considerando que la exactitud del concepto ex-
presado está confirmada en la Real orden de 30 de 
Enero de 1857, dictada en uno de los expedientes 
unidos á este principal , pues no solo se reconoció 
que los Gobernadores eran verdaderos consignata-
rios , sino que además se mandó que se dirigiera á 
los mismos «con la póliza de fletamento la del segu-
ro, en los casos que mediara este contrato:» 
Considerando que el conocimiento librado por el 
capi tán del buque portador de un cargamento es la 
confesión de su recibo y la obligación indeclinable 
de su entrega al consignatario, asi como la devolu-
ción de aquel documento por el úl t imo al capitán 
envuelve el reconocimiento de que la entrega fué 
bien heclia, según el contexto delart. 811 del Códi-
go de Comercio: 
Considerando que la entrega del cargamento, rea-
lizada por el capitán en cumplimiento de una Real 
órden á la Autoridad designada por el Gobierno co-
mitente y encargada de llenar todas las funciones 
de un consignatario , no puede ménos de reputarse 
becha por el comisionista cargador y remitente: 
Considerando que dirigidas las pólizas de ñ e t a -
mento y seguro á los Gobernadores, sólo ellos podian 
ejercitar los actos y reclamaciones consiguientes al 
carácter de consignatarios , según se reconoció en la 
Real órden de 30 de Enero de 1857, y á los mismos 
incumbía el cumplimiento del art. 877 del Código 
de Comercio , evitando asi el trascurso de los plazos 
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fijados y los perjuicios que la falta de cumplimiento 
de los artículos 998 y 1.000 del mismo Código h u -
biera podido irrogar al Estado: 
Considerando que las omisiones en que aquellas 
Autoridades hubieran incurrido no pueden i m p u -
tarse á la casa comisionista, porque después de la Real 
orden de 21 de Noviembre de 1856, y más todavía 
después de la de 30 de Enero siguiente, no era po-
sible suponer divididos ó separados los deberes del 
consignatario, n i que aquella gestionara estando las 
pólizas en poder de los Gobernadores: 
Considerando, por consecuencia, que libre la casa 
recurrente de la obligación de tener consignatarios 
en los puntos en que el Gobierno designó para este 
cargo á sus delegados ó representantes, y cumplido 
el deber de la entrega de los granos por medio de los 
capitanes conductores, es opuesto á la naturaleza 
del contrato y á las disposiciones del Código de Co-
mercio imponer á la casa comisionista la responsa-
bilidad de las omisiones de los consignatarios of i -
ciales : 
Considerando que no puede hacerse un cargo á la 
casa comisionista por la falta de los resguardos ó do-
cumentos justificativos de las entregas de granos 
que debieron darle los Gobernadores, porque si á 
pesar de haberles mandado terminantemente el Go-
bierno que los dieran, no lo hicieron, ménos hubiera 
podido obtenerlos el comisionista; y porque t am-
poco se han considerado indispensables por el Tribu-
nal de Cuentas, el cual ha hallado suficientemente 
justificadas aquellas entregas, como era justo , en las 
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certificaciones de las Aduanas y en otros documen-
tos no ménos eficaces y fehacientes: 
Considerando que n i la Eeal orden de 26 de Mayo 
de 1858, n i la sentencia que la confirmó en su parte 
resolutoria, decidieron nada acerca de la responsa-
bilidad de las averias, sino ún icamente de la de los 
efectos de los contratos particulares celebrados por la 
casa comisionista 5 y de todas las faltas, en las cuales 
no era posible incluir aquellas, porque respecto de 
las primeras, ó sea las aver ías , el Código de Comer-
cio contiene disposiciones explícitas y terminantes, 
que no podían alterarse después de finalizado el con-
trato , y porque no era posible n i justo confundir lo 
que por la ley se hallaba definido y resuelto, con lo 
que había de resultar del examen de hechos particu-
lares y concretos: 
Considerando que no se ha acreditado n i á u n se 
ha atribuido á la casa recurrente que en ninguno de 
los contratos de compra, ñetamento y seguro de 
granos, que ejecutó en desempeño de la comisión, 
hubiera faltado á las instrucciones recibidas, n i á 
las reglas adoptadas por el uso general del comer-
cio, n i que por consecuencia de ellos haya sufrido el 
Estado perjuicio alguno: 
Considerando que el comisionista que así obra 
«queda exento de toda responsabilidad en los acci-
dentes y resultados de toda especie que sobrevengan 
en la operación,» según se declara en los artículos 
127 y 128 del Código de Comercio: 
Considerando que, con arreglo á lo dispuesto en 
el art. 147 del mismo, el comisionista no es respon-
63 
sable del deterioro ó merma que por efecto de su na-
turaleza sufran los objetos que obren en su poder, y 
que según el n ú m . I.0 del art. 935, los daños qne 
sobrevienen en los cargamentos desde su embarque 
hasta su descarga, por vicio propio de las cosas ó por 
accidentes de mar, pertenecen á la clase de averías 
simples o particulares: 
Considerando que su importe, ó sea el de los gas-
tos y daños que ocasionan, debe soportarse por el pro-
pietario de la cosa que recibió el daño , según lo dis-
puesto en el art. 934 del mismo Código: 
Considerando que la instrucción formada por la 
Dirección general de Contabilidad en 28 de Octubre 
de 1856 para la redacción de las cuentas de la comi-
sión dada á la casa recurrente, y t ra ída á los autos 
á v i r tud de providencia de la Sección de lo Conten-
cioso, dispuso que en las partidas de la data de las 
cuentas de granos se incluyera la de las «mermas y 
disminuciones de todas clases que se experimenta-
sen, justificándolas con certificación de los comisio-
nados , visadas por los agentes del Gobierno, cuando 
éstos se bubiesen incautado de los granos :» 
Considerando que según las disposiciones mencio-
nadas en los tres considerandos ú l t imos , no es legal-
mente posible imputar á la casa comisionista la res-
ponsabilidad de los deterioros ó mermas que por su 
naturaleza ó por. accidente de mar hubieran sufrido 
los granos que compró y remi t ió , toda vez que apa-
rezcan debidamente justificados: 
•: Considerando que tales mermas ó deterioro se ha-
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l ian comprobados en las cuentas y relaciones r e m i -
tidas por los Gobernadores: 
Considerando que asegurados todos los cargamen-
tos de granos expedidos por la casa comisionista, y 
siendo responsables los aseguradores de todos los da-
ños y averías que excedieran del 15 por 100 , según 
los contratos con ellos celebrados, es evidente que 
no puede exigirse su abono de dicha casa, y que fué 
obligación de los Gobernadores como consignatarios 
reclamar de aquellos las indemnizaciones correspon-
dientes : 
Considerando que la franquicia de 15 por 100 con-
cedida á los aseguradores, además de ser la acos-
tumbrada en el puerto de Marsella para el trasporte 
de granos, fué conocida de m i Gobierno desde que 
se realizó el primer seguro, sin que acerca de ella 
hiciera la menor observación: 
Considerando que ofrecido á la casa recurrente en 
la Eeal orden de 3 de Noviembre de 1856 el tanto 
por ciento de comisión sobre el importe total de las 
compras que hiciera, deben comprenderse para el 
abono de aquella retribución , lo mismo los granos 
inutilizados que los que llegaron en buen estado, 
porque unos y otros formaban el total de las com-
pras, y todos exigieron las mismas gestiones y d i l i -
gencias: 
Considerando, en resumen y por conclusión, que 
la sentencia dictada en este expediente por el T r i -
bunal de Cuentas imponiendo á la casa recurrente 
las responsabilidades á que en los considerandos pre-
cedentes se ha hecho referencia, ó negando los abo-
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nos equivalentes, infringe el contrato consignado 
en la Real orden de 3 de Noviembre de 1856, p r i -
mera ley en este expediente, la instrucción de la 
Dirección general de Contabilidad de 28 del mes an-
terior, y los artículos 127, 128, 147, 803, 811, 
877, 934, 935 y 965 del Código de Comercio; 
Conformándome con lo consultado por el Consejo 
de Estado en pleno, constituido en Sala de lo Con-
tencioso, en sesión á que asistieron D. Antonio Es-
cudero, Presidente accidental, D. José Caveda, don 
' Antonio Caballero, D. José Antonio de Olañeta, don 
Antero de Echarri , D. Francisco de Cárdenas , don 
Leopoldo Augusto de Cueto, D. Gerardo de Souza, 
D. Pablo J iménez de Palacio, D. José Eugenio de 
Egu izába l , D. Lorenzo Nicolás Quintana, D. Do-
mingo Moreno, D. Agus t ín de Torres Valderrama, 
D. Eugenio de Ochoa, D. Tomás Retortillo, el Mar-
qués de Alhama, D. José García Barzanallana, don 
Francisco Ainat y Funes, D. Juan Antoine y Zayas, 
D. Evaristo de Castro y Rojo, D. Gabriel Enriquez, 
D. Rafael de Liminiana y Brignole, D. Cláudio Sanz 
y Mar t in , D. Carlos Yaucb y Condamy, D. Víctor 
Cardenal, D. Antonio Rentero y V i l l a , y el Mar-
qués de la Ribera, 
Vengo en declarar que b á lugar al recurso de ca-
sación interpuesto á nombre de la casa en l iquida-
ción Tapia, Bayo y compañía , contra la sentencia 
dictada por el Tribunal de Cuentas del Reino en 11 
de Febrero del año ú l t imo , y en casarla y anularla 
en los extremos á que el recurso se contrae; debien-
do, en su consecuencia, precederse por el Consejo de 
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Estado á la revisión de la cuenta formada por dicha 
casa, respecto ún icamente de las partidas reclama-
das en el recurso , con sujeción á las declaraciones 
hechas en este m i Real decreto. 
Dado en Palacio á diez y nueve de Marzo de m i l 
ochocientos sesenta y ocho.—Está rubricado de la 
Eeal mano.—El Presidente del Consejo de Ministros, 
Ramón María Narvaez.» 
Publicación.—Leido y publicado el anterior Real 
decreto por m í el Secretario general del Consejo de 
Estado, hallándose celebrando audiencia pública el 
Consejo en pleno, acordó que se tenga como resolu-
ción final en la instancia y autos á que se refiere; 
que se una á los mismos, se notifique en forma á las 
partes y se inserte en la Gaceta. De que certifico. 
Madrid 21 de Marzo de 1868.—Pedro de M a -
drazo. 
